MINUTA ACERCA DE LAS RESPUESTAS DE LAS FFAA ANTE LA SOLICITUD DE ACCESO A HOJAS DE VIDA A TRAVES DE LA LEY DE TRANSPARENCIA
1. Algunos casos
La Armada

Con fecha 9 de Octubre de 2013, la Comandancia en Jefe de la Armada, a través de su oficina de Transparencia, emite la Resolución Exenta O.T.A.I.P.A.
 N°8, responde a la solicitud formulada por don Samuel Pérez Cofré, quien solicitó, el 3 de septiembre de 2013, las hojas de vida y calificaciones anuales del Contraalmirante JT Mario Duvauchelle Rodríguez para el período comprendido entre los años 1958 y 1993. 
La Resolución señala que el aludido oficial, haciendo uso de la facultad establecida en el Artículo 20 de la Ley 20.285, se opuso a la entrega de esta información, señalando que ella es parte de su ámbito privado, por lo que se denegó la entrega de la información solicitada. 

Carabineros 

Con fecha 25 de Octubre de 2013, la Inspectoría General, a través de su Departamento de Información Pública, resolvió la solicitud ingresada por una persona no identificada (tachada), con fecha 2 de octubre, solicitando hoja de vida del carabinero Alvaro Carrillo Rodríguez y del sargento Luis Ormeño Polanco, antecedentes penales del ciudadano Héctor Aravena Retamal y copia de diligencias. La respuesta atiende algunos de los requerimientos, en tanto que otros fueron remitidos al registro Civil y en la respuesta, algunos datos están tachados.

Investigaciones
Con fecha 25 de Agosto de 2015 la Jefatura Jurídica de la PDI emitió la Resolución N°13, en que responde la solicitud de don Milton Colombo Astroza, de fecha 1 de Agosto, en que solicita “Copia de Hojas de Vida del Director General de la PDI, Héctor Angel Espinosa Valenzuela, y de la Jefa Jurídica Rosana Pajarito Hernández, y del ex jefe del Departamento Quinto o Asuntos Internos, prefecto Carlos Yáñez Villegas.”.
La respuesta de la institución denegó el acceso a la información, determinándose el secreto o reserva de la información solicitada conforme lo dispone el artículo 21 números 1, letra c), 2 y 3 de la Ley 20.285 sobre Acceso a Información Pública.
2. El Consejo para la Transparencia

Por su parte, el Consejo para la Transparencia, también ha venido pronunciándose sobre el particular en el tiempo. Algunos ejemplos de sus pronunciamientos son:
DECISIÓN AMPARO ROL C1673-14
El 28 de mayo de 2014, don Matías Rojas Medina solicitó al Ejército de Chile copia íntegra de las hojas de vida de los funcionarios del Ejército de Chile: Erwin Fuentes Machuca, Patricio Morales Núñez y Rubén Torres Vásquez. El 24 de junio de 2014, el Ejército de Chile respondió a dicho requerimiento de información mediante JEMGE OTIPE (P) Nº6800/2301, de la misma fecha, señalando, en síntesis, que: 

a) Se entregan las hojas de vida señaladas, perteneciente al personal en condición de retiro, que corresponden a la totalidad del tiempo en que cada uno de ellos sirvió en la institución. 

b) Se hace presente que se procedió a tarjar de las hojas de vida los datos sensibles y las sanciones administrativas estampadas en éstas, en conformidad a los artículos 2°, literal g), y 21 de la ley N° 19.628. 

El 7 de agosto de 2014, Matías Rojas Medina dedujo amparo a su derecho de acceso a la información en contra del Ejército, fundándolo en que se tachó información que según su parecer no procedía censurar. Agregó que no es válido que el Ejército de Chile oculte antecedentes relativos a los numerosos arrestos y faltas administrativas cometidas por los funcionarios públicos respecto de los cuales se requirió información. 
Mediante CJE JEMGE OTIPE (P) N° 6800/3167 de 29 de agosto de 2014, el Ejército presentó sus descargos u observaciones, señalando, en síntesis que:

“c) Los fundamentos que tuvo el Ejército para tarjar los castigos disciplinarios registrados en las hojas de vida del personal militar se señalan en la respuesta JEMGE OTIPE (P) N° 6800/2301 de 24 de junio de 2014. Ello responde al cumplimiento de lo dispuesto a los organismos públicos por el artículo 21, inciso 1° de la ley N°19.628, en orden a que los datos “relativos a condenas por delitos, infracciones administrativas o faltas disciplinarias, no podrán comunicarlos una vez prescrita la acción penal o administrativa, o cumplida o prescrita la sanción o la pena.” Responde igualmente a lo señalado por el artículo 19, N°4 de la CPR que asegura a todas las personas, sin distinción, el respeto y protección de su honra.” 
“d) Ilustrativa es la historia de la ley N°19.628, particularmente el artículo 3, que posteriormente sería el actual artículo 21 de la ley referida. En su trámite legislativo, el interés de los legisladores fue asegurar tanto en el plano penal como administrativo, la real posibilidad de rehabilitación del afectado con una pena o una sanción disciplinaria ya cumplida, de manera tal, que con la eliminación o no comunicación de ellas, se garantice la protección de determinados derechos y la no afectación de la honra de los particulares en forma específica.” 

Mediante JEMGE OTIPE (R) N° 1595/586 de 15 de enero de 2015, el Ejército de Chile respondió dicho requerimiento, adjuntando los “Documentos entregados a don Matías Rojas Medina”, y los “Documentos sin las tarjaduras entregados a don Matías Rojas Medina”.
Finalmente, el CPLT resolvió:

“I. Rechazar el amparo deducido por don Matías Rojas Medina en contra del Ejército de Chile, en virtud de los fundamentos expuestos precedentemente. 
II. Representar al Sr. Comandante en Jefe del Ejército de Chile, no haber procedido a tarjar las sanciones cumplidas anotadas en las hojas de vida de los funcionarios en retiro Sres. Erwin Fuentes Machuca, Patricio Morales Núñez y Rubén Torres Vásquez, vulnerando con ello el artículo 21 de la ley N°19.628 sobre protección de la vida privada.” 

DECISIÓN AMPARO ROL C1520-17

El 20 de marzo de 2017, don Samuel Pérez Cofré solicitó a la Armada “copia de las hojas de vida y calificaciones del capitán de navío (más tarde contraalmirante) Rolando García Le Blanc, del período 1973-1977, ambos años inclusive.”
El 17 de abril de 2017, la Armada respondió a dicho requerimiento de información mediante Oficio N° 12.900/241, de fecha 17 de abril de 2017, los antecedentes solicitados podrán ser retirados en la dependencia que señala, y que corresponden a las Hojas de Vida y de Calificación anual del Sr. García, respecto de los cuales han sido previamente tarjados, según el Principio de Divisibilidad, contenido en el artículo 11, letra e), de la Ley de Transparencia, en relación con lo dispuesto en los artículos N°2, letra g), 4 y 7 de la Ley N°19.628, Sobre Protección de la Vida Privada, y artículo 38 de la ley N°19.974, Sobre el sistema de Inteligencia del Estado y Crea la Agencia Nacional de Inteligencia, y artículo 21 N°2, 3 y 5, de la Ley de Transparencia. 
El 3 de mayo de 2017, Samuel Pérez Cofre dedujo amparo a su derecho de acceso a la información en contra de la Armada, fundado en que se le denegó parcialmente la información solicitada por contener datos sensibles e información del Sistema de Inteligencia del Estado. 
Al respecto el CPLT señaló:

“3) Que, este Consejo ha sostenido que atendido el tipo de función que desempeñan los servidores públicos, éstos están sujetos a un nivel de escrutinio de una entidad mayor, que supone un control social más intenso respecto de sus antecedentes profesionales. Luego, y en base a la referida premisa ha ordenado la entrega de instrumentos de medición de desempeño, registros de asistencia, currículum vítae, liquidaciones y otros similares. Sobre este punto y a mayor abundamiento, cabe recordar que la función pública, según lo establecido en los artículos 8° de la Constitución Política de la Republica y 3° de la Ley de Transparencia, debe ejercerse con probidad y transparencia, favoreciendo el interés general por sobre los intereses particulares, lo que conlleva el cumplimiento de una obligación, elevada a rango constitucional, de transparentar las actuaciones de los funcionarios de los órganos de la Administración del Estado ante la ciudadanía, por el solo hecho de ser funcionarios públicos al servicio de la misma.” 
“4) Que los antecedentes requeridos en la especie fueron elaborados con presupuesto público, y han debido servir de fundamento de resoluciones dictadas por la Armada de Chile en los respectivos procesos calificatorios de dichos funcionarios, y, además, obran en poder de un órgano de la Administración del Estado, por lo que, en virtud de lo dispuesto en los artículos 5°, 10 y 11, letra c), de la Ley de Transparencia, constituye información que posee el carácter de información pública, salvo que concurra a su respecto alguna causal legal de secreto o reserva. 
“5) Que, habiéndose revisado cada una de las anotaciones tarjadas por el órgano reclamado en las hojas de vida y calificaciones a que se refiere la solicitud se advierte que, en síntesis, corresponden a apreciaciones de los superiores jerárquicos sobre la ejecución de las tareas inherentes al cargo que desempeñó el funcionario sujeto de dicha calificación en el período consultado. Seguidamente, cabe consignar que las alegaciones expuestas por la reclamada acerca de la información que se develaría con la entrega de dichos antecedentes no guardan proporcionalidad con la entidad y naturaleza de los datos que ha reservado. En efecto, del análisis de la información cuya entrega ha sido controvertida no es posible constatar existencia de datos sensibles como aquellos que refiere la Armada de Chile en sus descargos, de modo que al no tener dicha naturaleza tal información, resulta inoficioso pronunciarse acerca de sus consideraciones en torno a la titularidad los herederos del ex funcionario pudieren tener sobre parte de la información denegada. Asimismo, los documentos tarjados tampoco revelan antecedente alguno que permita obtener información acerca de informes de inteligencia u otra documentación que pueda estimarse comprendida en el contenido del artículo 38 de la ley Nº19.974.” 

“6) Que, por último, respecto de la hipótesis de reserva del artículo 21 Nº3 de la Ley de Transparencia, es menester indicar que el criterio que ha aplicado uniformemente este Consejo es que la afectación -de los bienes jurídicos protegidos por el artículo 21 de la Ley de Transparencia- debe ser presente o probable y con suficiente especificidad para justificar la reserva, lo que no se presume sino que debe ser acreditado por el órgano administrativo requerido, de modo que los daños que la publicidad provocaría sean superiores al perjuicio que el secreto causaría al libre acceso a la información y al principio de publicidad. En la especie el órgano reclamado no ha acreditado de qué modo la entrega de los datos requeridos pueda afectar el bien jurídico -Seguridad de la Nación- cautelado por el aludido precepto.” 

En virtud de lo anterior el CPLT resolvió:
I. Acoger el amparo deducido por don Samuel Pérez Cofré, en contra de la Armada de Chile, en virtud de los fundamentos expuestos precedentemente. 
II. Requerir al Sr. Comandante En Jefe de la Armada de Chile: 

a) Hacer entrega al reclamante de las anotaciones de las hojas de vida y calificaciones que fueron tarjadas con ocasión de la respuesta a la solicitud. 

DECISIÓN AMPARO ROL C2089-17

El 31 de mayo de 2017, don Samuel Pérez Cofré solicitó al Ejército, copia de las hojas de vida y calificaciones de Manuel Contreras Sepúlveda, entre los años 1970 y 1978. 
El 1° de junio de 2017, el Ejército informó al requirente, que accede a la entrega de la información, con excepción de ciertos pasajes por corresponder a datos personales, protegidos por las hipótesis de reserva previstas en el artículo 21 N°2, 3 y 5 de la Ley de Transparencia en concordancia con la ley N°19.628, sobre Protección de la Vida Privada. 
El 1° de junio de 2017, don Samuel Pérez Cofré dedujo amparo a su derecho de acceso a la información en contra del Ejército, fundado en la denegación de la información pedida. Lo anterior, por cuanto la reclamada tarjó datos de documentación consultada. 
Sobre el particular, el CPLT señaló:

“3) Que, respecto a la hoja de vida de un funcionario público, además, este Consejo ha sostenido reiteradamente que ésta constituye un antecedente de naturaleza pública de conformidad con lo dispuesto los artículos 5°, 10° y 11, letra c), de la Ley de Transparencia. Lo anterior, por cuanto ha sido elaborada con recursos públicos, detalla de modo pormenorizado el desarrollo de la carrera funcionaria del personal de una institución y sirve de base a los respectivos procesos de calificación. Dicho razonamiento, se aplica igualmente a todo otro antecedente que se encuentre referido al desempeño de un funcionario público. En tal sentido, esta Corporación ha precisado que previo a la entrega de la información solicitada, en aplicación del principio de divisibilidad contemplado en el artículo 11, letra e), de la Ley de Transparencia, el órgano reclamado debe tarjar únicamente los datos personales de contexto que pudieran estar contenidos en la documentación requerida, tales como el número de cédula de identidad, domicilio particular, fecha de nacimiento, nacionalidad, estado civil, teléfono y correo electrónico particular, entre otros, en virtud de lo dispuesto por los artículos 4°, 9° y 20° de la ley N° 19.628 sobre protección de la vida privada, y los datos sensibles, en virtud del artículo 10° de la ley antedicha. Asimismo, se deben tarjar previamente las sanciones prescritas o cumplidas anotadas en la hoja de vida del funcionario de que se trata, en cumplimiento del artículo 21 de dicha ley.” 

“4) Que en dicho contexto, aceptar el proceder de la reclamada –al tarjar pasajes de la hoja de vida-, en base a argumentaciones contradictorias, por cuanto primero, adujo la reserva en base a lo previsto en ley N° 19.628 (sobre Protección de la Vida Privada), para luego en sus descargos restar aplicación a dicho precepto normativo, a fin de invocar la seguridad nacional y el derecho de los parientes como razón para justificar su modo de obrar, sin acompañar antecedentes suficientes que permitan dotar de verosimilitud la afectación que invoca, no resulta procedente.”

En razón de lo anterior, el CPLT resolvió: 

I. Acoger el amparo interpuesto por don Samuel Pérez Cofré en contra del Ejército de Chile, por las razones señaladas precedentemente. 

II. Requerir al Sr. Comandante en Jefe del Ejército que: 

a) Entregue al reclamante copia íntegra de la hoja de vida consultada. 

DECISIÓN AMPAROS ROLES C2271-16 y C2272-16 (ACCESO A NOMBRES DE GENERALES EN LA DINA/CNI)
El 7 de julio de 2015, don Cristián Cruz Rivera solicitó al Ejército los nombres de los oficiales que, en el período que indica, fueron ascendidos al rango de general, y de ellos, quiénes formaron parte de la DINA o la CNI, información que fue denegada por el Ejército. 
Posteriormente, el, CPLT acogió el amparo presentado por el solicitante, con fecha 16 de octubre de 2015, ordenando la entrega de la información solicitada. 
El Ejército interpuso Reclamo de Ilegalidad, rol 12.027-2015, ante la I. Corte de Apelaciones de Santiago, el cual rechazó el recurso con fecha 7 de marzo de 2016. 
Posteriormente, la institución dedujo Recurso de Queja ante la Excma. Corte Suprema, rol 17.518-2016, resuelto con fecha 12 de mayo de 2016, rechazándolo de manera unánime, sin perjuicio de lo cual, ejerciendo sus facultades de oficio, invalidó la sentencia de la I. Corte de Apelaciones de Santiago, fundado en que el Ejército omitió comunicar la solicitud de información a los terceros a quienes podía afectar la publicidad de los antecedentes requeridos, señalando que se trata de un trámite esencial que busca resguardar el respeto al derecho al debido proceso, ordenando retrotraer el procedimiento al estado de notificar a los terceros, de acuerdo a lo establecido en el artículo 20 de la Ley de Transparencia. 

El 7 de julio de 2015, don Cristián Cruz Rivera solicitó al Ejército, mediante 2 requerimientos de información, lo siguiente: 

“a) Solicitud que dio origen al amparo rol C2271-16, en la que requirió: i. “Nombres de todos los oficiales de la institución que hayan ascendido al rango o grado de General entre el 10 de marzo del año 2002 y el 11 de marzo de 2006, con señalamiento de la fecha en que asumieron en ese rango o grado y la que pasaron a retiro. ii. Respecto de los recién referidos, solicito el nombre de aquellos que en cualquier período que va entre 1973 y 1990, formaron parte, estuvieron adscritos, integraron, fueron destinados o símil, a la comisión DINA, la DINA o la CNI, respectivamente, con señalamiento de cuál de esos entes integraron”. 

“b) Solicitud que dio origen al amparo rol C2272-16, en la que requirió: “Nombre de todos los Generales que en cualquier período comprendido entre el 11 de marzo de 2002 y el 11 de marzo de 2015 hayan estado en servicio activo y que hubiesen sido adscritos, integrando, conformando, destinados o símil, a la Comisión DINA, la DINA o la CNI, respectivamente”.

El 28 de junio de 2016, mediante documento JEMGE DETLE (P) N°6800/3938, el Ejército informó al solicitante, en síntesis, que “cumplido la Institución con el trámite dispuesto por la Excma. Corte Suprema, los Oficiales Generales consultados, todos en retiro, han manifestado, por escrito y fundadamente, su voluntad de oponerse a la entrega de los nombres, documentos que no es posible proporcionar en razón de que de hacerlo significaría revelar sus identidades. Lo anterior se ajusta expresamente a lo instruido para estos casos por el numeral 2.4 de la Instrucción General N°10 del Consejo para la Transparencia”, denegando la entrega de la información solicitada, en los términos dispuestos en el artículo 20 de la Ley de Transparencia. 

El 14 de julio de 2016, don Cristián Cruz Rivera dedujo dos amparos a su derecho de acceso a la información en contra del Ejército, fundados en que recibió respuesta negativa a su solicitud de información, por la oposición de un tercero.

Mediante documento CJE JEMGE DETLE (P) N°6800/5025/CPLT, de fecha 12 de agosto de 2016, el órgano presentó sus descargos y observaciones, respecto de ambos amparos, señalando, en síntesis, que “el Ejército comunica al peticionario que todos los Oficiales Generales -que se encuentran actualmente en retiro- y que ascendieron a dicho grado jerárquico entre el 10 de marzo de 2002 y el 11 de marzo de 2015 y que cumplieron funciones en la ex CNI, ejercieron el derecho de oposición a la entrega de sus nombres, conforme a la facultad que confiere el artículo 20 de la Ley N°20.285. Se le hace presente al solicitante, además, que en este caso y habiéndose deducido las oposiciones en tiempo y en forma, el Ejército quedó legalmente impedido de proporcionar la documentación, por mandato del inciso 2° del artículo 20 antes citado. Asimismo, no se le hizo entrega al peticionario de copia de dichas oposiciones en razón de que, de haberlo hecho, importaría revelar sus identidades, observando a este respecto lo señalado para esta situación por el numeral 2.4 de la Instrucción General de ese Consejo”. 
Acto seguido, agrega que “en cuanto a la afectación de derechos de los terceros, cada uno de ellos desarrolla en sus escritos de oposición los fundamentos que, a su parecer, y con la entrega de sus nombres, ponen en evidente riesgo su integridad, la de sus familias y se vulneran derechos humanos fundamentales como el principio de inocencia, el derecho a la vida privada, a la honra, a la libertad personal y de desplazamiento y a la libertad de trabajo, por mencionar algunos. Especial mención formulan en orden a mantener la reserva de sus identidades, ya que es de público conocimiento cómo, en relación a quienes les correspondiera servir en la CNI, grupos organizados y, por ese sólo hecho, sin mediar análisis alguno de su verdadera participación, ni siquiera considerar si se encuentran o no involucrados, procesados o condenados por los Tribunales, los someten y son objeto de escarnio público tanto a ellos, sus familias, sus domicilios particulares y laborales, a acciones tan agresivas e invasivas como son las FUNAS”, acompañando diversas publicaciones de prensa respecto a las “funas” que se han realizado en contra de diversos funcionarios militares.

Asimismo, indica que “cabe señalar que todos los Oficiales Generales se encuentran en situación de retiro y ninguno de ellos ha sido sometido a proceso ni condenado por los Tribunales de Justicia por causa judicial alguna”. 
Luego, complementa señalando que “el Ejército no puede sino compartir con los terceros afectados y hacer suyo los argumentos de hecho y de derecho que hacen presente en sus respectivos escritos de oposición, ya que sin lugar a duda, el resguardo de sus identidades en el contexto que lo solicita el requirente, esto es su vinculación con la CNI, deja desprotegidos derechos humanos fundamentales garantizados por la Carta Fundamental en el artículo 19 N°1 (Derecho a la integridad física y psíquica), N°4 (al respeto y protección de la vida privada y a la honra de la persona y su familia), N°5 (a la inviolabilidad del hogar), N°7 (a la libertad personal y a la seguridad individual) y N°16 (a la libertad de trabajo y su protección); expone a esas personas con su publicidad a la vulneración de datos de carácter personal protegidos por el artículo 2° f) de la ley N° 19.628”.

Mediante Oficio JEMGE DETLE (R) N°1000/19220/CPLT, de fecha 12 de septiembre de 2016, el órgano señaló que “el Ejército de Chile reitera lo señalado por oficio de descargos (…) y los fundamentos de derecho y las pruebas que en esa oportunidad se hicieran valer, que justifican no dar a la publicidad sus identidades, por los efectos irreversibles que generaría en personas que, como todo ciudadano, son también sujetos de derechos fundamentales garantizados por la Constitución que no pueden exponerse; que no tienen problemas con la justicia, que se encuentran trabajando normalmente y que no existe razón que justifique arriesgarlos en su integridad y honra y afectarlos en su vida privada, como tampoco y menos aún, a sus familias, domicilios particulares y lugares de trabajo como ha sido lamentablemente la experiencia en estos casos”. 

Acto seguido, agrega que “la ley N°19.974, del año 2004 ‘Sobre el Sistema de Inteligencia del Estado y crea la Agencia Nacional de Inteligencia’, considera secretos los antecedentes que obren en poder de los organismos que integran dicho Sistema, entre los cuales está la Dirección de Inteligencia del Ejército, entre cuya información se encuentran los antecedentes que se solicitan. Dicha calificación de secreto, lo es ‘para todos los efectos legales’, como reza el artículo 38 del citado cuerpo legal y la entrega de ese tipo de antecedente está sancionado por el artículo 246 del Código Penal en relación con el artículo 303 del Código Procesal Penal y, por consecuencia, se encuentra en la hipótesis prevista y descrita por el artículo 21 N°5 de la Ley de Transparencia”.

Asimismo, argumenta que “en la mayoría de los países los nombres de quienes sirvieron o prestan servicios en organismos de inteligencia se mantienen en reserva aún después de acogerse a retiro, independiente de la función que hayan desempeñado, ya que de lo contrario se inhibiría y afectaría gravemente una actividad que es esencial para la seguridad de la Nación y la defensa nacional”.

Al respecto el CPLT consideró:

“7) Que, según lo razonado por este Consejo en la decisión del amparo rol C1818-16, por el hecho de tratarse de información pública, a los terceros les correspondía probar la concurrencia, para el caso, de la causal de excepción al principio general de publicidad invocada, no bastando la sola enunciación de los derechos que se verían vulnerados, si no también explicar fundadamente cómo éstos se verían afectados con la entrega de los datos requeridos, por lo que, en consecuencia, este Consejo procederá a rechazar la causal de reserva alegada. 

8) Que, en consecuencia, en virtud de lo razonado en los considerandos precedentes, y no habiéndose acreditado suficientemente la concurrencia de la causal de reserva del artículo 21 N°2 de la Ley de Transparencia, este Consejo procederá a rechazar las alegaciones de los terceros, motivo por el cual se acogerá el presente amparo y se requerirá al Ejército de Chile que haga entrega al reclamante de la información solicitada.

En definitiva, el CPLT resolvió:

I. Acoger los amparos deducidos por don Cristián Cruz Rivera en contra del Ejército de Chile, en virtud de los fundamentos expuestos precedentemente. 

II. Requerir al Sr. Comandante en Jefe del Ejército de Chile lo siguiente: 

a) Entregar al reclamante los nombres de todos los oficiales de la institución que ascendieron al grado de General, entre el 10 de marzo del año 2002 y el 11 de marzo de 2006, y que en cualquier período que va entre 1973 y 1990, formaron parte o integraron la comisión DINA, la DINA o la CNI, señalando cuál de ellas integraron; y los nombres de todos los Generales que, en cualquier período comprendido entre el 11 de marzo de 2002 y el 11 de marzo de 2015 hayan estado en servicio activo y que hubiesen integrado o hubieran sido destinados, a la Comisión DINA, la DINA o la CNI, respectivamente.”
La presente decisión fue acordada con el voto concurrente del Consejero Marcelo Drago Aguirre, quien, sin perjuicio de concurrir en acoger el amparo respecto de la entrega de la información solicitada, estima que, además de los argumentos expuestos, también procede acoger el amparo por los siguientes fundamentos: 

1) Que, en la especie, concurre además un evidente interés público por conocer las identidades de todos los funcionarios que formaron parte de la Central Nacional de Informaciones (CNI), institución responsable de numerosos casos de represión, infiltración política, asesinatos, secuestro y tortura de personas, que posteriormente, daría lugar a la creación de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, cuyo objetivo principal fue contribuir al esclarecimiento global de la verdad sobre las violaciones a los derechos humanos cometidas entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990, que finalizaría con la entrega del denominado Informe Rettig, en el que se establece la recepción de 3.550 denuncias, de las cuales se consideraron 2.296 como casos calificados, y la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, llamada “Comisión Valech”, que con fecha 18 de agosto de 2011, presentó un segundo informe por el que se reconoce, oficialmente, un total de 40.018 víctimas, cifrando en 3.065 los muertos y desaparecidos. 

2) Que, a juicio de este concurrente, según lo expuesto, resulta de vital importancia conocer las identidades de todos quienes participaron en dicha organización, teniendo presente que, más aún, según lo expuesto por el órgano reclamado, dichos funcionarios no han tenido, ni se encuentran involucrados, en ningún proceso judicial, y donde muchos de sus agentes fueron reasignados a tareas de seguridad pública, industrial o comercial, entre otras, durante los años 1990 en adelante, y que ejercen actualmente.

La Corte Suprema

Con fecha 13 de Marzo recién pasado, la Tercera Sala de la Corte Suprema pronunció, en votación dividida, un fallo en relación a la solicitud del abogado Cristian Cruz sobre acceso a los nombres de los generales que participaron en la DINA y en la CNI.

El citado fallo señala que: “se deja sin efecto la sentencia pronunciada por la Corte de Apelaciones de Santiago de veintiuno de julio de dos mil diecisiete, en los autos Rol N°13.356-2016, y en su lugar se decide que se acoge la reclamación interpuesta por el Consejo de Defensa del Estado, en representación del Fisco-Ejército de Chile, contra la decisión del Amparo del Consejo para la Transparencia, Rol C2.271-16 y C2.272-16, adoptada con fecha cuatro de noviembre de dos mil dieciséis, declarando, en consecuencia, que se desestiman los amparos por denegación de información presentado por don Cristian Cruz Rivera.”

Lo anterior, según el máximo tribunal, porque “en concepto de esta Corte, lo decidido por el Consejo para la Transparencia no se ajusta a lo dispuesto en la legislación que regula esta materia, lo que torna en ilegal la resolución que se analiza, pues al acoger los amparos de acceso a la información de que se trata vulneró particularmente lo prevenido en los artículos 8 de la Carta Fundamental; 21 N° 2 y 5 de la Ley de Transparencia y 436 N° 1 del Código de Justicia Militar.” 
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